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I. TEMA. 

 

Decídase la Acción de Tutela presentada por la ciudadana LUZ ÁNGELA CIFUENTES 

CORREDOR, en contra  de FRANCELINA CIFUENTES VARGAS, por la presunta 

vulneración a los derechos fundamentales de BUEN NOMBRE, HONRA, INTIMIDAD, 

MÍNIMO VITAL y RECTIFICACIÓN. 

 

II. ANTECEDENTES. 

 

a. Posición de la parte accionante. 

 

En resumen y como fundamento a la solicitud de amparo a sus derechos 

fundamentales al buen nombre, honra, intimidad, mínimo vital y rectificación, 

manifiesta que es profesional que labora en el centro de salud de la Calera, que el 

pasado 18 de marzo de 2021 se encontró con la señora FRANCELINA CIFUENTES 

VARGAS, a quien distinguía de antes, quien  empezó a insultarla sin razón aparente. 

Refiere que los hechos ocurrieron en  su horario de trabajo generando reacción de 

asombro por parte de los compañeros de trabajo y los usuarios que se encontraban 

en la sala de espera del Centro Médico. Finalmente requiere que se le ordene a la 
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accionada se retracte de las afirmaciones realizadas, y se le prevenga a la accionada 

de abstenerse de realizar cualquier comentario injurioso. 

 

b. Trámite Procesal. 

 

Mediante providencia fechada 24 de marzo de 2021, se requirió a la accionante para 

que aclarara su escrito constitucional, siendo el mismo aclarado en tiempo y admitido 

el asunto a través de auto de fecha 26 mismo mes y año, en el cual se ordenó correr 

traslado de los fundamentos fácticos y pretensiones señaladas en el referido escrito 

a la señora Accionada – FRANCELINA CIFUENTES VARGAS, en el que se dispuso 

igualmente  la vinculación del ciudadano FABIÁN OCHOA CASTRO. 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                    

C. Accionada. Señora FRANCELINA CIFUENTES. 

 

A pesar de enviarse notificación a la dirección de correo electrónico aportada por la 

accionante, se tiene que dentro del término brindado guardó silencio. 

 

d. Vinculado FABIÁN OCHOA CASTRO. 

 

Por medio de su correo electrónico personal allego respuesta manifestando que 

ejerce actividades laborales como Coordinador Administrativo del Centro de Salud  la 

Calera, E.S.E. Hospital Divino Salvador de Sopo. Refiere que el 18 de marzo de os 

corrientes presenció una discusión de una usuaria en contra de la accionante, quien 

actualmente ejerce labor en odontología, se acercó para escuchar de cerca  porque 

podía ser una queja respecto al servicio de salud, pero solo eran groserías e insultos, 

cuenta que observó como la Odontóloga tomo el celular y llamo a la Policía Nacional.  

Agrega que no conoce la usuaria que ahora es accionada.  

 

e. La Estación de Policía de la Calera. 

 

Guardo silencio a pesar de haber sido debidamente notificada. 
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III. CONSIDERACIONES. 

 

Competencia. 

 

Este Despacho Judicial es competente para conocer en Primera Instancia de la 

presente Acción de Tutela, dado que conforme lo establecido en el artículo 37 del 

decreto 2591 de 1991 “son competentes para conocer de la Acción de Tutela, a 

prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la 

violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud”, y para el caso 

que nos ocupa, la supuesta amenaza a los derechos fundamentales indicados se está 

generando en  esta localidad. 

 

Problema jurídico. 

 

De acuerdo con el contenido fáctico planteado, corresponde a esta instancia 

establecer en primera medida el cumplimiento de los presupuestos de 

procedibilidad de la Acción de tutela entre particulares ante afirmaciones que se 

estiman trasgresoras de los derechos al buen nombre, honra, intimidad, mínimo vital 

y rectificación; superado dicho estudio, se continuará con el análisis del caso 

concreto en relación a si la Accionada con su presunta acción u omisión vulneró los 

derechos fundamentales deprecados por la Actora, dando las respectivas órdenes a 

que haya lugar o si por el contrario no existe mérito para tutelar la garantía invocada. 

 

Presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela entre particulares ante 

afirmaciones que se estiman trasgresoras de los derechos al buen nombre, honra, 

intimidad, mínimo vital y rectificación. 

 

Legitimación por activa. 

 

El artículo 86 de la Constitución Política, determina que la acción de tutela es un 

mecanismo de defensa al que puede acudir cualquier persona para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. Ello en concordancia con lo 

consagrado en el artículo 10° del Decreto Ley 2591 de 1991, el cual establece que este 
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amparo puede ser ejercido, en todo momento y lugar, por cualquiera persona 

vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, por sí misma o a 

través de representante. 

 

Legitimación por pasiva. 

 

El artículo 5º del Decreto Ley 2591 de 1991 señala que la acción de tutela procede 

contra toda acción u omisión de las autoridades públicas que desconozcan o 

amenacen con vulnerar los derechos fundamentales de los accionantes. De manera 

excepcional, es posible ejercerla en contra de particulares si: (i) están encargados de 

la prestación de un servicio público; (ii) su conducta afecta grave y directamente el 

interés colectivo; o (iii) el accionante se encuentra en una situación de indefensión o 

de subordinación respecto de este. 

 

En relación con esta última hipótesis, el artículo 42.9 ejusdem especifica que el 

amparo procede contra acciones u omisiones de particulares, entre otras 

circunstancias, cuando el accionante se encuentra en situación de subordinación o 

indefensión respecto del particular contra el cual se interpuso la acción de tutela. 

 

Al respecto, la Corte Constitucional ha determinado1que la indefensión hace 

referencia a una situación relacional que implica la dependencia de una persona 

respecto de otra, por causa de una decisión o actuación desarrollada en el ejercicio 

irrazonable, irracional o desproporcionada de un derecho del que el particular es 

titular. En desarrollo de este concepto también se ha advertido que esta 

circunstancia se “configura cuando una persona se encuentra en un estado de 

debilidad manifiesta frente a otra, de modo que, por el conjunto de circunstancias 

que rodean el caso, no le es posible defenderse ante la agresión de sus derechos”2. 

 

En el presente asunto se tiene que no se acredita que la accionada preste un servicio 

público ni que la accionante se encuentra en una situación de indefensión o de 

                                                           
1 Sentencia T-176A de 2014. 
2 Sentencia T-405 de 2007. 
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subordinación respecto de ésta, sin embargo se aprecian las afirmaciones que sobre 

los hechos realiza la parte actora de la tutela, quien aduce que los mismos ocurren 

en el Centro de Salud del Municipio de La Calera, lugar que reviste un interés 

colectivo, por cuanto allí se prestan servicios esenciales como lo es la salud. De ahí, 

se entiende cubierta la legitimación por pasiva de la particular accionada, para con 

ello entrar a estudiar el cumplimiento de los demás presupuestos de procedibilidad 

de la acción. 

 

Inmediatez. 

 

El artículo 86 de la Constitución Política establece la procedencia de la acción de 

tutela para solicitar la protección inmediata de derechos fundamentales, cuando 

quiera que estos resulten amenazados o afectados por la actuación u omisión de una 

autoridad o un particular. Pese a que el mecanismo por regla general no cuenta con 

término de caducidad, esta Corte ha establecido que procede dentro de un término 

“razonable y proporcionado” a partir del hecho que originó la vulneración3. Así, 

cuando el titular de manera negligente ha dejado pasar un tiempo excesivo o 

irrazonable desde la actuación irregular que trasgrede sus derechos, se pierde la 

razón de ser del amparo4 y consecuentemente su procedibilidad5. 

 

Dado que no existe un plazo perentorio para interponer la acción de tutela, el 

término debe ser analizado por el juez en cada caso, atendiendo a las particulares 

circunstancias fácticas y jurídicas del asunto, de ahí que si este lapso es prolongado, 

deba ponderar si: (i) existe motivo válido para la inactividad de los accionantes, (ii) 

la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros 

                                                           
3 Sentencia T-219 de 2012. 
4 Sentencia T-743 de 2008. 
5 La Sala Plena de la Corte Constitucional ha inferido tres reglas para el análisis de la inmediatez: “En 
primer término, la inmediatez es un principio orientado a la protección de la seguridad jurídica y los 
intereses de terceros, y no una regla o término de caducidad, posibilidad opuesta a la literalidad del 
artículo 86 de la Constitución. En segundo lugar, la satisfacción del requisito debe analizarse bajo el 
concepto de plazo razonable y en atención a las circunstancias de cada caso concreto. Finalmente, esa 
razonabilidad se relaciona con la finalidad de la acción, que supone a su vez la protección urgente e 
inmediata de un derecho constitucional fundamental.” Sentencia SU-189 de 2012, reiterada en la 
Sentencia T-246-15.  
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afectados con la decisión, (iii) existe nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción 

y la vulneración de los derechos fundamentales, y (iv) el fundamento de la acción 

surgió después de acaecida la actuación violatoria de derechos fundamentales de 

cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición6.  

 

Al respecto se estudia que los hechos por lo cuales se solicita el amparo datan del 18 

de marzo de la presente anualidad, analizándose que desde entonces y hasta la 

fecha de la presentación de la tutela no han transcurrido más de 6 meses, por lo que 

el término para acudir al mecanismo se estima razonable. 

 

Subsidiariedad. 

 

La acción de tutela procede cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial idóneo y efectivo para la protección de sus derechos fundamentales 

o, en caso de existir tal recurso judicial, se ejerza como mecanismo transitorio para 

evitar el acaecimiento de un perjuicio irremediable. El carácter subsidiario de esta 

acción “impone al interesado la obligación de desplegar todo su actuar dirigido a 

poner en marcha los medios ordinarios de defensa ofrecidos dentro del 

ordenamiento jurídico para la protección de sus derechos fundamentales (…) y sólo 

ante la ausencia de dichas vías o cuando las mismas no resultan idóneas para evitar 

la ocurrencia de un perjuicio irremediable, resulta admisible acudir a la acción de 

amparo constitucional.”7 

 

En relación con las posibles vulneraciones a los derechos fundamentales a la 

intimidad (15 de la C.P.), al buen nombre (art. 15 de la C.P) y a la honra (art. 21 de la 

C.P)8, la Corte Constitucional se ha pronunciado reiteradamente sobre la 

                                                           
6 Sentencia SU-961 de 1999 y T-243 de 2008; reiteradas, entre otras T-246 de 2015. 
7 Corte Constitucional. Sentencia SU-037 de 2009. 
8 Acerca de estos tres derechos, la jurisprudencia constitucional ha sostenido lo siguiente: “el derecho a 
la intimidad se corresponde con la protección de interferencia a la vida personal y familiar, en los términos 
anteriormente explicados y que está especialmente vinculada a “la protección frente a la divulgación no 
autorizada de los asuntos que conciernen a ese ámbito de privacidad.”  En cambio, el buen nombre es 
comprendido como un concepto esencialmente relacional, referido a la reputación que tiene un  individuo 
frente a los demás, garantía constitucional que resulta afectado cuando se presentan “informaciones 
falsas o erróneas que se difundan sin fundamento y que distorsionan el concepto público que se tiene del 
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procedencia de la acción de tutela ante la existencia de otros mecanismos de 

defensa judicial procedentes en el caso concreto. En particular, habida cuenta de su 

naturaleza, objeto de protección y finalidades, la Corte ha destacado la procedencia 

de la acción de tutela frente a amenazas o vulneraciones de tales derechos, incluso 

en aquellos casos en los que también resultaría procedente la acción penal ante la 

eventual configuración de los delitos de injuria y calumnia, entre otros. 

 

Para determinar la procedencia de la acción de tutela en estos casos, la Corte 

Constitucional ha dispuesto, entre otras, las siguientes reglas jurisprudenciales: 

 

La acción de tutela proporciona la protección “más amplia y comprensiva”9 de los 

derechos a la intimidad, al buen nombre y a la honra, dado que procede en contra 

de cualquier acción y omisión que los amenace o vulnere. Por su parte, la acción 

penal únicamente procede cuando la conducta que amenaza o vulnera tales 

derechos constituye delito de injuria o calumnia10. En otros términos, desde 

temprana jurisprudencia, la Corte ha reconocido que “[l]a vía penal sólo protege 

                                                           
individuo” (…) el derecho a la honra guarda identidad de propósito con el derecho al buen nombre, 
aunque se distingue por su nexo con la dignidad misma de la persona. Por ende, hacen parte del núcleo 
esencial de este derecho (i) la garantía para el individuo de ser “tenido en cuenta por los demás miembros 
de la colectividad que lo conocen y le tratan.” (ii) la obligación estatal de proteger este derecho y, de esta 
forma, impedir que se menoscabe el valor intrínseco de los individuos frente a la sociedad y respecto de 
sí mismo, al igual que garantizar la adecuada consideración y valoración de las personas dentro de la 
colectividad.  Por ende, el derecho a la honra tiene una condición necesariamente externa, pues se 
predica de la relación entre el sujeto y los individuos que tienen una opinión sobre él.  En esto se distingue 
del honor, que no es un derecho sino una convicción subjetiva o, en los términos de la jurisprudencia 
analizada “la conciencia del propio valor, independientemente de la opinión ajena” (…) Por lo tanto, la 
infracción al derecho al buen nombre se deriva de la difusión de información falsa o inexacta sobre el 
individuo concernido, la cual “no tiene fundamento en su propia conducta pública y que afectan su 
renombre e imagen ante la sociedad.”.  A su vez, para el caso del derecho a la honra, la afectación se 
genera en aquellos casos en que se “expresan conceptos u opiniones que generan un daño tangible al 
sujeto afectado.” (…)Conforme los precedentes anotados, la Corte encuentra que la afectación de los 
derechos a la honra y al buen nombre se deriva bien de la divulgación de datos personales que están 
vinculados a la intimidad de las personas y, por lo mismo, no están llamados a ser conocidos por terceros, 
o por la difusión de datos falsos o inexactos que menoscaban el patrimonio moral del individuo, 
conformado precisamente por la percepción que del mismo tienen los demás y el juicio correlativo de 
valor que realizan sobre su propia conducta”. Corte constitucional. Sentencia C-452 de 2016. 
9 Corte Constitucional. Sentencia C-489 de 2002. 
10 Id. La acción de tutela procede “cuando ello es necesario para evitar la consumación de un perjuicio 
irremediable. En todo caso, al margen de la procedencia eventual de la acción penal, la tutela no puede 
descartarse como medio apto para brindar protección a la persona que enfrenta amenazas contra su 
propia vida”. 

mailto:j01prmpalcalera@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-promiscuo-municipal-de-la-calera


 

Calle 7 No. 2 B – 34 Oficina 401 La Calera-Cundinamarca. Tel. 8600043 
E-mail: j01prmpalcalera@cendoj.ramajudicial.gov.co 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-promiscuo-municipal-de-la-calera 
      

 

determinadas vulneraciones a los anotados derechos fundamentales, al paso que la 

protección que la Constitución Política depara a los mismos es total.”11 

 

 Del principio de ultima ratio del derecho penal12 se deriva que la acción penal solo 

procede “cuando se trata de vulneraciones especialmente serias de estos derechos 

fundamentales, frente a las cuales los otros mecanismos de protección resultan 

claramente insuficientes.”13 En otros términos, “[l]a sanción penal se restringe a 

aquellas situaciones en las cuales la sociedad estima que la afectación del derecho 

constitucional es extrema”14. 

 

  

En los otros casos, cuando la afectación no constituya un delito de injuria o calumnia 

(ante la falta de demostración, por ejemplo, del elemento subjetivo del animus 

                                                           
11 Corte Constitucional. Sentencia T-263 de 1998. 
12 De manera coherente con los principios de última ratio, subsidiariedad e intervención mínima, el 
legislador tipifica como delitos solo aquellos comportamientos que comportan los más graves 
atentados de los bienes jurídicos más importantes de la sociedad. Igualmente, el funcionario judicial y 
el ciudadano deberán emplear y acudir a esta vía, respectivamente, cuando adviertan que un 
comportamiento pueda tener alguna relevancia penal y no simplemente, respecto de los delitos contra 
la integridad moral, por “desavenencias interpersonales.” Cfr. Corte Suprema de Justicia. Sala de 
Casación Penal. Auto de 1 de septiembre de 2013, radicación 41422. 
13 Corte Constitucional. Sentencia C-442 de 2011, en la cual se analizó la constitucionalidad de los 
artículos 220 a 228, que describen los tipos penales que conforman el capítulo único sobre delitos contra 
la integridad moral, destacando, en lo pertinente, lo siguiente: “Además, la jurisprudencia nacional, de 
conformidad con el modelo político que nos rige y atendiendo el carácter de última ratio del derecho 
penal, viene reiterando que no todo ataque a la moral de una persona constituye injuria, sino sólo 
aquellos con capacidad real de socavarla (…) los tipos penales de injuria y calumnia sólo entrarían sería 
aplicados cuando se trata de vulneraciones especialmente serias de estos derechos fundamentales, 
frente a las cuales los otros mecanismos de protección resultan claramente insuficientes, lo que 
precisamente concuerda con la idea del derecho penal como ultima ratio, también defendida por la 
jurisprudencia constitucional, postura que además ha sido plenamente acogida por la Sala de Casación 
penal de la Corte Suprema de Justicia, como previamente se demostró y que además debe ser seguida 
por los jueces penales debido al carácter vinculante que tiene los precedentes sentados por estas dos 
Corporaciones (…) Adicionalmente, la manera como está  diseñado el proceso penal respecto de estos 
delitos en particular, los cuales requieren de querella por parte del interesado y además las posibilidades 
de desistimiento de la querella, la obligación de adelantar la conciliación como requisito de 
procedibilidad de la acción penal y otras figuras previstas por la Ley 906 de 2004, reafirman la idea que 
la sanción penal sólo procedería como última ratio cuando se trata del juzgamiento de este tipo de 
delitos, lo que resalta su adecuado diseño legislativo y repercute en el juicio de proporcionalidad de los 
artículos examinados en la presente decisión”. 
14 Corte Constitucional. Sentencia T-1319 de 2001. En este fallo se analiza la solicitud de protección 
constitucional al buen nombre, a la integridad personal y familiar, al libre desarrollo de la personalidad, 
a la intimidad y a la seguridad personal del director técnico de un club deportivo, respecto de las 
declaraciones, que califica de incitadoras y denigrantes, realizadas por un periodista durante varios 
programas radiales y televisivos, sobre su desempeño profesional. 
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injuriandi o calumniandi)15, la acción de tutela resulta procedente, en especial 

cuando devenga necesaria para “evitar la consumación de un perjuicio 

irremediable.”16. 

 

 La acción de tutela resulta procedente en estos casos, además, habida cuenta de la 

necesidad de adoptar un remedio judicial célere y eficaz para el restablecimiento de 

los derechos. Así, la procedencia de esta acción se justifica en el propósito de evitar 

“que los efectos de una eventual difamación sigan expandiéndose y prologándose 

en el tiempo como acontecimientos reales y fidedignos. En consecuencia, la Corte 

Constitucional ha señalado que en materia de vulneración de derechos 

                                                           
15 Corte Constitucional. Sentencia T-263 de 1998. En esta oportunidad, la Corte resuelve la acción de 
tutela interpuesta por un profesor en contra del párroco del municipio, al sostener, en una conferencia 
estudiantil, “que tenía "pactos satánicos" y estaba ejerciendo "influjos diabólicos" sobre los estudiantes 
de ese centro de educación”, por lo que al analizarse la procedencia de la acción de tutela se indicó lo 
siguiente: “Sin embargo, a juicio de la Sala, dos razones militan en contra de la eficacia del proceso penal 
como mecanismo de protección de los derechos fundamentales en este caso. En primer lugar, la 
jurisprudencia y la doctrina nacionales han sido reiterativas al señalar que el elemento central del delito 
de injuria está constituido por el animus injuriandi, es decir, por el hecho de que la persona que hace la 
imputación tenga conocimiento (1) del carácter deshonroso de sus afirmaciones y, (2) que tales 
afirmaciones tengan la capacidad de dañar o menoscabar la honra del sujeto contra quien se dirigen. 
Empero, con independencia de que exista o no animus injuriandi, en materia constitucional se puede 
producir una lesión. Así, por ejemplo, en el presente caso está comprobado que las intervenciones 
públicas del sacerdote demandado han consistido en calificar aspectos de la vida personal del 
demandante que, eventualmente, podrían comprometer sus derechos fundamentales a la honra y al buen 
nombre. La vía penal sólo protege determinadas vulneraciones a los anotados derechos fundamentales, 
al paso que la protección que la Constitución Política depara a los mismos es total. Por esta razón, existen 
violaciones a la honra y al buen nombre de las personas que, sin llegar a constituir formas de injuria o de 
calumnia, sí afectan estos derechos y, por ende, autorizan su protección por vía de la acción de tutela 
(…)”. En sentido similar, en la sentencia C-489 de 2002, que analizó la constitucionalidad de los artículos 
82 y 225 del Código Penal que regulan la figura de la retractación como forma de extinción de la 
responsabilidad penal, sostuvo lo siguiente: “En virtud de su carácter de derechos fundamentales el buen 
nombre, la honra, la intimidad y la autodeterminación sobre la propia imagen, cuentan con un 
mecanismo de protección de rango constitucional, como es la acción de tutela. Tal protección, ha 
señalado la Corte, es la más amplia y comprensiva, dado que no obstante su carácter subsidiario, no se 
ve desplazada por otros medios de defensa judicial, particularmente el instrumento penal, cuando una 
determinada conducta que no alcanza a ser delictuosa, sí implique una lesión de los bienes jurídicos 
protegidos (…) En esta materia, de manera reiterada la Corte Suprema de Justicia ha expresado que para 
que se estructure el delito de injuria se requiere el animus injuriandi o sea la conciencia del carácter 
injurioso de la acción.” Igualmente se encuentran las sentencias C-392 de 2002, T-714 de 2010, T-110 de 
2015, entre otras. 
16 Corte Constitucional. T-263 de 1998. Cfr. “En todo caso, al margen de la procedencia eventual de la 
acción penal, la tutela no puede descartarse como medio apto para brindar protección a la persona que 
enfrenta amenazas contra su propia vida” 
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fundamentales al buen nombre y a la honra, la acción penal no excluye, en principio, 

el ejercicio autónomo (sic) la tutela”17. 

 

 En tales términos, la procedencia de la acción de tutela en estos casos se justifica a 

la luz de tales reglas jurisprudenciales que se fundan, particularmente, en la 

naturaleza, objeto de protección y finalidades disímiles de la acción penal y la acción 

de tutela. La acción penal (i) solo procede ante graves atentados contra el bien 

jurídico “integridad moral”, compuesto por los derechos fundamentales a la honra 

y al buen nombre18, es decir, aquellos comportamientos que cumplen con los 

elementos objetivos y subjetivos previstos en los tipos penales de injuria y 

calumnia19; (ii) activa “la investigación de los hechos que revistan las características” 

                                                           
17 Corte Constitucional. Sentencia T-110 de 2015. En esta oportunidad, se analizó la acción de tutela 
presentada en contra de un particular que realizó imputaciones calumniosas en contra de la accionante 
ante la comunidad del municipio, en su condición de rectora de una Institución Educativa. Al respecto, 
se sostuvo que: “No obstante, la jurisprudencia de esta Corporación ha establecido que la simple 
existencia de una conducta típica que permita salvaguardar los derechos fundamentales, no es un 
argumento suficiente para deslegitimar por sí sola la procedencia de la acción de tutela, toda vez que: (i) 
aunque la afectación exista y sea antijurídica, se puede configurar algún presupuesto objetivo o subjetivo 
que excluya la responsabilidad penal, lo cual conduciría a la imposibilidad de brindar cabal protección a 
los derechos del perjudicado; (ii) la víctima no pretenda un castigo penal, sino solamente su rectificación; 
y (iii) la pronta respuesta de la acción de tutela impediría que los efectos de una eventual difamación 
sigan expandiéndose y prologándose en el tiempo como acontecimientos reales y fidedignos. En 
consecuencia, la Corte Constitucional ha señalado que en materia de vulneración de derechos 
fundamentales al buen nombre y a la honra, la acción penal no excluye, en principio, el ejercicio 
autónomo la tutela.” En sentido similar, se pronunció la sentencia T-043 de 2011, así: “Si bien los delitos 
penales de injuria y calumnia han sido tipificados precisamente para responder penalmente por la lesión 
a estos derechos, pudiendo quien ha sido reconocido como víctima obtener la liquidación de sus perjuicios 
con posterioridad a la sentencia condenatoria , puede suceder que la acción lesione estos derechos sin 
que se concluya la existencia de los elementos que componen los tipos de injuria o calumnia, o que en su 
actuación concurran causales que inhiban la imposición de pena alguna, o, simplemente, que el afectado 
no pretenda el castigo penal del agresor, pues únicamente desea que se rectifique la información a través 
del mismo medio en que las hizo públicas. Es así como, para la obtención de un restablecimiento 
inmediato de la afectación del buen nombre y de la honra, la acción de amparo constitucional constituye 
un medio de defensa eficaz e independiente de la eventual declaración de la configuración de una 
responsabilidad penal y civil”. 
18 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Auto de 7 de abril de 2017. Rad. 46530. 
19 La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en auto de 7 de abril de 2017, radicación 46536, explicó 
que el bien jurídico de la integridad moral está integrado, en particular, por los derechos a la honra y el 
buen nombre. Así mismo, frente a la configuración típica del delito de injuria, en autos de 7 de abril de 
2017, radicaciones 45983 y 46536, se sostuvo que debe demostrarse que (i) el sujeto activo 
indeterminado realizó en contra de otra persona determinada o determinable, (ii) una afirmación idónea 
o apta para lesionar la honra del querellante, “pues no basta que se haga una manifestación que le cause 
molestia o desazón, como tampoco depende de la interpretación que ésta haga del dicho del tercero, sino 
que es necesario que lo expresado produzca en verdad un daño en el patrimonio moral en el ofendido” , 
(iii) con “conocimiento del carácter deshonroso de la imputación (…) y (…) conciencia de que lo imputado 
ostenta esa capacidad lesiva.”  Por otra parte, en autos del 14 de mayo de 1998, radicación 12445; 2 de 
marzo de 2005, radicación 20191; 16 de diciembre de 2008, radicación 30644; AP-2224-2014, radicación 
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de delito (Art. 66 de la Ley 906 de 2004); y (iii) persigue definir y declarar las 

responsabilidades penales a las que haya lugar en razón de las conductas delictivas, 

así como el restablecimiento de los derechos afectados con estos comportamientos. 

 

 Por su parte, en estos casos, la acción de tutela procede ante cualquier amenaza o 

vulneración de los derechos fundamentales. Esta acción no tiene por objeto verificar 

si tales conductas configuran o no delito alguno, ni mucho menos analizar ni declarar 

la responsabilidad penal del sujeto responsable de la lesión al derecho. En este tipo 

de asuntos, el objeto y las finalidades de esta acción se limitan a constatar si, en el 

caso concreto, se amenazan o vulneran los derechos fundamentales a la honra y al 

buen nombre, y, de acreditarse ello, adoptar los remedios judiciales necesarios para 

que cese tal situación, como, por ejemplo, la rectificación de información inexacta y 

errónea en el términos del artículo 42.7 del Decreto 2591 de 1991. 

 

Así las cosas, para la Corte es claro que mediante el ejercicio de la acción penal se 

pueden adoptar medidas de protección de los derechos fundamentales señalados. 

Sin embargo, habida cuenta de las diferencias relacionadas con la naturaleza, el 

objeto, alcance y finalidades de ambas acciones, la existencia y procedencia del 

ejercicio de la acción penal no excluye la acción de tutela, la cual resulta procedente 

frente a amenazas o vulneraciones de los derechos al buen nombre y a la honra, en 

atención a las consideraciones precedentes. 

 

  

Con fundamento en las anteriores consideraciones, ésta instancia advierte que la 

presente acción de tutela no supera el examen de subsidiariedad y, por lo tanto, no 

resulta procedente. Pues la accionante no ha ejercido en contra de la accionada la 

acción penal para que investigue de forma idónea los hechos que narra, ni siquiera 

ha interpuesto la denuncia, apresurándose a afirmar que la misma no le brinda una 

                                                           
39239, citados en el Auto de 7 de abril de 2017, radicación 45983, proferidos por la misma Sala de la 
Corte Suprema de Justicia, se han reiterado los elementos típicos exigidos para configurar el delito de 
calumnia, estos son: “(i) La consciente y voluntaria atribución falsa de un hecho delictuoso, (ii) que la 
imputación se haga a una persona determinada o determinable, (iii) que el autor tenga conocimiento de 
la falsedad, y (iv) que la atribución del hecho delictuoso falso sea clara, concreta y categórica, no surgida 
de suposiciones de quien se siente aludido con una manifestación generalizada.” 
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protección inmediata, tampoco explica o prueba cómo se encuentran en un riesgo 

inminente sus derechos al BUEN NOMBRE, HONRA, INTIMIDAD, MÍNIMO VITAL y 

RECTIFICACIÓN, ésta última no ha sido solicitada de manera directa por la 

accionante a la accionada. 

 

 Así, mediante el ejercicio de la acción de tutela en el presente caso la accionante 

persigue que se ordene a la accionada “el retracto” es decir, la rectificación de la 

información difundida. Esta solicitud se funda en que, en su opinión  lesiona sus 

derechos fundamentales a la honra y al buen nombre, entre otros.  

 

Solicitud de rectificación previa como requisito específico de procedibilidad de la 

acción de tutela. 

 

 El derecho de rectificación es fundamental. En efecto, el artículo 20 de la 

Constitución Política prescribe, en su último inciso, que “se garantiza el derecho a la 

rectificación en condiciones de equidad”. Según la Corte, el ejercicio de este derecho 

necesariamente “conlleva la obligación de quien haya difundido información 

inexacta o errónea de corregir la falta con un despliegue equitativo”20 y “busca 

reparar tanto el derecho individual transgredido como el derecho colectivo a ser 

informado de forma veraz e imparcial”21. 

 

En el caso concreto, ésta instancia encuentra que la accionada, es una persona 

natural, sobre la cual no se acredita relación de dependencia o subordinación por 

parte de la accionante, y el trámite de la tutela no es el escenario natural que 

conlleve acreditar con grado de certeza las circunstancias de tiempo, modo y lugar 

narradas por la accionante, quien dicho sea de paso ni siquiera ha interpuesto la 

denuncia penal ni ha solicitado medidas de protección ante la autoridad idónea, 

tampoco ha solicitado rectificación a la parte accionada. 

 

                                                           
20 Corte Constitucional. Sentencia T-263 de 2010 
21 Id. 
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En tales términos, ésta instancia concluye que, en aplicación de las subreglas 

jurisprudenciales antes señaladas y de lo previsto en el artículo 42.7 del Decreto 2591 

de 1991, el incumplimiento de dichas cargas tornaría, per se, improcedente la acción 

de tutela en el presente asunto.  

 

DECISIÓN 

 

En armonía con lo expuesto, El Juzgado Promiscuo Municipal de La Calera, 

administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

 

RESUELVE:  

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de los derechos al BUEN NOMBRE, HONRA, 

INTIMIDAD, MÍNIMO VITAL y RECTIFICACIÓN, solicitados por la parte accionante, 

en virtud de los motivos expuestos en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Si no fuere impugnado el fallo, remítase el expediente a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 

TERCERO: Notifíquese a las partes esta determinación a través del correo 

electrónico del Despacho y a sus respectivas direcciones virtuales atendiendo a la 

emergencia sanitaria de pandemia del COVID 19. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 

ÁNGELA MARÍA PERDOMO CARVAJAL 

Juez 

 

 

Firmado Por: 

 

ANGELA MARIA PERDOMO CARVAJAL  
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